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TEMA: Nuestra normatividad civil regula de manera taxativa los autos 

susceptibles de apelación, por ende, al recurrirse en alzada un proveído que no se 

encuentre enlistado dentro de éstos, lo procedente es denegar la concesión del 

recurso. ESTIMA BIEN DENEGADO. 
 

 

 

En los términos del artículo 353 del C. General del Proceso, se procede a decidir 

el recurso de queja interpuesto por el vocero judicial que representa a la 

demandante FEDSALUD, dentro del proceso EJECUTIVO por ella instaurado 

en contra de la IPS UNIVERSITARIA, con miras a que se conceda el recurso 

de apelación frente a auto dictado el nueve de noviembre de 2021, que repuso 

el proveído del 19 de mayo de 2021, y en lugar, ordenó la devolución de los 

dineros retenidos en razón a la medida cautelar acá dispuesta, a la demandada, 

en los siguientes términos:  
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1. A N T E C E D E N T E S 

 

 

FEDSALUD demandó ejecutivamente a la IPS UNIVERSITARIA, 

pretendiendo el pago de unas sumas de dineros adeudada por esta, soportada 

en los correspondientes títulos.  

 

Dentro del trámite procesal, se peticionó por la actora la medida cautelar de 

embargo de los dineros o créditos que le llegaren a corresponder a la 

demandada, en diferentes entidades a las que les presta servicios de salud,  la 

cual fue decretada por el juzgado de conocimiento, pero con la advertencia que 

la cautela no pesaba sobre los dineros que provinieran de recursos del sistema 

general de seguridad social en salud, pues ello se encuentra expresamente 

prohibido en el artículo 594 del C. General del Proceso.   

 

Aunque en un primer momento se dispuso por el Juzgado la entrega de los 

dineros que fueron retenidos a la ejecutante, mediante providencia del nueve 

de noviembre de 2021, repuso dicha orden y, en su lugar, ordenó la entrega de 

los dineros consignados a órdenes de esa judicatura por la Dirección 

Administrativa y Financiera de la Secretaria Seccional de Salud y Protección 

Social de Antioquia y Dirección De Sanidad de la Policía Nacional (DISAN), 

a la parte demandada. (PDF 70). 

 

Contra dicha decisión, el togado que representa a la demandante FEDSALUD, 

formuló recurso de apelación, la cual fue resuelta por el Juzgado de primer 

grado en auto del cuatro de febrero de 2022; el a quo, resolvió negar la alzada 

por improcedente, ya que la orden de entrega de dineros no se encontraba 
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enlistada como apelable en el Código General del Proceso. (PDF 73).  

 

Contra dicha decisión el togado interpuso recurso de reposición y en subsidio 

queja, de manera que el superior jerárquico admitiera la apelación. (PDF 75) 

 

Como sustento, expuso el apoderado judicial que, al disponerse la entrega de 

los dineros a la entidad demandada, se está levantando la medida cautelar 

decretada, pues se trata de dineros que están consignados en el despacho, por 

cuenta de un embargo. Advirtió que, cualquier decisión que resuelva sobre una 

medida cautelar, encaja dentro del numeral 8° del artículo 321 del C. General 

del Proceso.  

 

El juez de primera instancia mantuvo incólume la providencia cuestionada y, 

en consecuencia, ordenó la remisión de copia de las actuaciones que estimó se 

requerían para surtir el recurso de queja, conforme a lo solicitado de manera 

subsidiaria por la recurrente. (PDF 80).  

 

Expedidas y allegadas las copias ordenadas, se procede a resolver previas las 

siguientes,  

 

 

2.0.  C O N S I D E R A C I O N E S. 

 

 

El recurso de queja, como uno de los medios para impugnar las providencias 

judiciales, se interpone con la finalidad de que el superior conceda el de 

apelación o, en su caso, el de casación, cuando el operador jurídico al que le 

correspondía resolverlos, lo haya denegado, no empero su conducencia. 
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En tales condiciones y tomando como pauta la norma contenida en el artículo 

353 del Código General del Proceso, cuando el funcionario de primera 

instancia, haya denegado la concesión de la alzada, quien tenga la expectativa 

de ejercer el recurso de queja deberá interponer este en subsidio del de 

reposición contra el auto que negó la apelación. 

  

Una vez allegadas las copias, corresponde al superior examinar su alcance y 

establecer la prosperidad o no del mismo.   

 

Nuestra legislación procesal civil, adoptó, en materia de apelaciones, un sistema 

basado en el principio de la taxatividad, consistente en señalar de manera 

expresa los autos que son susceptibles de alzada. 

  

De esta forma, para efectos de establecer si una providencia es susceptible de 

apelación, basta con realizar un examen de las normas del Estatuto Procesal 

Civil, que es el medio idóneo, en principio, para determinar la viabilidad del 

recurso aludido frente a una providencia judicial, y verificar si el auto 

cuestionado está expresamente consagrado en el mismo.  

 

 

3.0.   C A S O  C O N C R E T O 

 

 

Tal como viene de indicarse, dada la taxatividad que en materia de apelación 

impera en nuestra legislación civil, tratándose de autos, basta examinar la 

decisión adoptada en la providencia respecto de la cual se pretende la concesión 

de la impugnación y establecer si la misma se encuentra enlistada en el artículo 
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321 del Código General del Proceso, regla que en forma general enuncia las 

providencias susceptibles de apelación; o si cualquier otra norma de este mismo 

estatuto, contempla de manera expresa la posibilidad de atacar en alzada ese 

auto. 

 

En el caso sub judice, el apoderado de la demandante FEDSALUD, ataca, 

mediante queja, el proveído del cuatro de febrero de 2022, pretendiendo se le 

conceda el recurso de apelación interpuesto en contra del auto dictado el nueve 

de noviembre de 2021, que ordenó la devolución de los dineros consignados a 

órdenes del juzgado por la Dirección Administrativa y Financiera de la 

Secretaria Seccional de Salud y Protección Social de Antioquia y Dirección De 

Sanidad de la Policía Nacional (DISAN), a la demandada.   

 

Conforme con las alegaciones presentadas por el vocero judicial que asiste los 

intereses de la ejecutante FEDSALUD, fundamentó la procedencia de la alzada 

en que, la entrega de dineros implica el levantamiento de la medida cautelar 

decretada al interior del proceso ejecutivo, por tanto, el auto era apelable de 

acuerdo con el numeral 8° del artículo 321 del C. General del Proceso.   

 

No obstante, para la Sala, ello carece de fundamento fáctico y jurídico puesto 

que, una cosa es la entrega de dineros y otras muy distinta es disponer el 

levantamiento de la medida cautelar. Aquí la decisión del a quo consistió el 

devolver a la entidad ejecutada los dineros que le había sido retenidos y que 

hacían parte de los recursos del sistema general de seguridad social en salud, 

porque no debieron ser retenidos, pero de ninguna manera se está cancelando la 

medida.   

Posiblemente se trató de un error de los entes destinatarios de las medidas, y en 

ese sentido, hubo la necesidad de corregir tal yerro, haciendo la correspondiente 
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devolución de las sumas retenidas, sin embargo, no puede concluirse que se 

resolvió sobre una medida, en los términos del numeral 8° del artículo 321 del 

C. General del Proceso, que efecto abarca el auto que las decreta, modifica o 

levanta, más no la entrega de dineros.     

 

Así las cosas, encontrándose aún vigente la cautela ordenada al interior el 

presente proceso de ejecución, no podía tenerse como apelable la devolución de 

dineros, en aplicación del numeral 8º del artículo 321 del C. General del 

Proceso.  

 

Es evidente que la entrega de dineros en este asunto, no implicó o conllevó el 

levantamiento de la medida cautelar ordenada, pues la misma sigue vigente, 

referente al embargo de los créditos que se tengan a favor de la IPS 

UNIVERSITARIA, exceptuados los dineros que provengan de recursos del 

sistema general de seguridad social en salud, pues ellos tienen el carácter de 

inembargables, por expresa disposición legal.  

 

Así las cosas, no estando la referida providencia enlistada en el artículo 321 del 

Código General del Proceso, como apelable, ni en ninguna otra norma de este 

compendio, debe estimarse BIEN DENEGADO el recurso de alzada interpuesto 

por el apoderado de la demandante FEDSALUD.   

 

No hay lugar a condenar en costas, por no haberse causado, conforme lo 

establecido en el numeral 8° del artículo 365 del Código General del Proceso.  

 

 

4. D E C I S I Ó N. 
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En mérito de lo expuesto, LA SALA UNITARIA DE DECISIÓN CIVIL DEL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN, 

 

 

 

R E S U E L V E: 

 

  

PRIMERO: ESTIMAR BIEN DENEGADO el recurso de apelación 

interpuesto por la demandante FEDSALUD, frente al auto de nueve de 

noviembre de 2021, proferido dentro del proceso EJECUTIVO por ella 

instaurado en contra de la IPS UNIVERSITARIA. 

 

SEGUNDO: No hay lugar a condenar en costas. 

 

TERCERO: En firme la presente decisión, devuélvase el expediente digital al 

juzgado de origen, para que haga parte del proceso.  

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

La Magistrada, 

 

 

GLORIA PATRICIA MONTOYA ARBELÁEZ   

 
 

 

C.U.D.R.: 05001 31 03 005 2018 00184-06. 


